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El derecho es la única alternativa de vida civilizada. Es el instrumento 
normativo con que cuenta el Estado para promover la integración 
social, satisfacer las necesidades colectivas, establecer pautas de 
comportamiento y decidir los conflictos suscitados; todo ello con 
miras a realizar los fines que le incumben como organización política 
y, por esa vía, hacer efectivos los principios constitucionales y los 
derechos fundamentales. De allí la interferencia que el derecho 
ejerce sobre el comportamiento humano y las relaciones sociales 
pues, sin desconocer la intangibilidad de aquellos espacios que sólo 
a la interioridad de cada quien incumben, se trata de orientar la 
institucionalidad y el entramado social precisamente a la realización 
de esos valores, principios y derechos. Desde luego, es una 
interferencia que está mediada por las profundas convicciones 
filosóficas, políticas y sociales imperantes en cada época y que 
hacen que el Estado asuma, en cada caso, una u otra estructura 
axiológica y tome un lugar en ese amplio espectro que conduce 
desde el autoritarismo hasta el liberalismo (Sentencia C-802/02). 
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RESUMEN 
 
Desde la Filosofía del Derecho enmarcada en una perspectiva 
contemporánea que recoge argumentos de la Biopolítica (Foucault) y el 
Bioderecho (Agamben-Esposito) se demostrará cómo en Colombia durante el 
Gobierno del Presidente Álvaro Uribe Vélez (2002-2010) y la implementación de 
su Política de Seguridad Democrática se modificó el establecimiento de tal manera 
que no sólo se afectaron los Derechos Humanos y las Instituciones Políticas, 
además se condujo  a la ocurrencia de crímenes contra la humanidad. 
La modificación de las instituciones jurídicas en función de las razones y 
argumentos del ejecutivo se viene convirtiendo en práctica común de los estados 
aparentemente democráticos, que por razones de seguridad y como política contra 
el terrorismo generan medidas para contrarrestar dichas amenazas; no obstante la 
solución, es decir las normas que devienen de la implementación de la política, 
terminan respondiendo al interés individual del ejecutivo, resquebrajando los 
bienes jurídicos más preciados y marchitando las instituciones democráticas.  
Sobre estas afectaciones y su interpretación a la luz de la Biopolítica y el 
Bioderecho versará la reflexión en el presente trabajo.  
 
Palabras clave: Seguridad Democrática, Biopolítica, Bioderecho, crímenes contra 
la humanidad, derechos humanos. 
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INTRODUCCIÓN 
 
La presente investigación pretende demostrar cómo la Política de 
Seguridad Democráticaque se instauró en el Gobierno del Presidente Álvaro Uribe 
Vélez, vulneró flagrantemente los Derechos Humanos, afectando también la 
democracia, la institucionalidad y el sistema jurídico del Estado Colombiano. 
Dichas afectaciones,  en su práctica y  denominación se constituyen en una 
muestra evidente de los dispositivos de control ejercidos por un discurso 
biopolítico donde el gobierno buscó la seguridad de la democracia, acallando a 
través de la muerte y el miedo la promoción de una forma de vida; para ello se 
utilizó la reforma del establecimiento, pero sobr e todo un nuevo dispositivo de 
control, el Bioderecho, que en esta ocasión se interpretará comola normativización 
absoluta de la vida.  
También demostraremos cómo las afectaciones a los Derechos Humanos 
desde dicha política, se pueden enmarcar en hoy en lo que se ha denominado 
crímenes contra la humanidad. Es entonces en ese sentido que pretendemos 
analizar la política de Seguridad Democrática,  desde la Biopolítica y el Bioderecho 
y su incidencia en la afectación a los Derechos Humanos y la ocurrencia de 
crímenes contra la humanidad.  
Para dar desarrollo al planteamiento, identificaremos los dispositivos 
normativos que desde la Teoría del Bioderecho legitimaron la Política de 
Seguridad Democrática, analizando para ello las normas, decretos, resoluciones, 
actos legislativos y sentencias que constituyen un ejemplo claro de lo que 
entendemos por Bioderecho, y que sirvieron para robustecer el gobierno de la 
seguridad democrática;  las contrastaremos con normas, que por ejemplo, en la 
Alemania Nazi sirvieron para replantear las políticas de Estado, pero que 
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finalmente terminaron por conducir a uno de los peores genocidios de la historia 
de la Humanidad. Con nuestro planteamiento demostraremos entonces cómo en 
Colombia la Política de Seguridad Democrática generó una grave afectación delos 
derechos Humanos y la ocurrencia de crímenes contra la humanidad, y como los 
dispositivos de control utilizados para ello devinieron del Bioderecho. 
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1. PROPUESTA DE INVESTIGACION: 
 
Efectos de la Política de Seguridad Democrática en el ejercicio de los Derechos 
Humanos en Colombia, un análisis desde la Biopolítica y el Bioderecho. 
 
1.1. PROBLEMA 
 ¿Cómo afectó la política de Seguridad Democrática el ejercicio de los Derechos 
Humanos en Colombia? 
 
1.2. OBJETIVOS 
 
Objetivo General:  
 
Analizar la política de Seguridad Democrática desde la Biopolítica y el Bioderecho 
y su incidencia en la afectación a los Derechos Humanos y la ocurrencia de 
crímenes contra la Humanidad. 
 
Objetivos Específicos. 
 
1. Analizar las características que identificaron la Política de Seguridad 
Democrática desde la categoría de Biopolítica y Bioderecho. 
2. Identificar los dispositivos normativos que desde la Teoría del Bioderecho 
legitimaron la Política de Seguridad Democrática.  
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3. Determinar  la afectación que generó la Política de seguridad Democrática a 
los Derechos Humanos y la ocurrencia de crímenes contra la Humanidad. 
 
1.3. HIPÓTESIS 
 
La Política de Seguridad Democrática que se instauró en el Gobierno del 
Presidente Álvaro Uribe Vélez, condujo a la ocurrencia de crímenes contra la 
humanidad toda vez que  produjo  grave afectación a los Derechos Humanos y a 
las instituciones de la democracia; para tal efecto se apoyó en  dispositivos de 
control como la Biopolítica y el Bioderecho, a través de los cuales se buscó la 
seguridad, acallando a través de la muerte y el miedo, y legitimando su actuar a 
través de la normatividad absoluta de la vida. 
 
1.4. RESULTADOS ESPERADOS 
 
La presente investigación de tipo  exploratoriae interpretativa pretende  abordar un 
tema poco estudiado: El Bioderecho como dispositivo de control, entendido desde 
la Biopolítica para generar o mantener un régimen  político, en este caso el de la 
Seguridad Democrática.  
La investigación pretende hacer un ejercicio interpretativo de la normatividad, que 
la  luz del Bioderecho y en el marco de la política  de seguridad democrática se 
produjo en Colombia, con el fin de fortalecer  dicha apuesta política. Pocos son las 
referencias sobre estudios que se hayan hecho en el mismo sentido, y 
particularmente desde el análisis y la interpretación de la norma como un 
dispositivo tanapolítico, es por ello que esperamos que este trabajo sea un punto 
de partida y una referencia importante para futuras investigaciones de inquietos en 
el tema. 



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1.5. ESTRATEGIA METODOLÓGICA 
 
La estrategia investigativa que marcará nuestra andadura se fortalecerácon la 
implementación del análisis, la interpretación y la síntesis, ejercicios de 
pensamiento que permitirán  ir de los efectos a las causas, de los hechos a las 
leyes generales que los rigen, esto es de las violaciones a los Derechos Humanos 
(Falsos Positivos) a la Política de Seguridad democrática, vistos desde la mirada 
Biopolítica. En este sentido, básicamente lo que haremos se orientará a través de 
un ejercicio de lectura crítica del discurso político y jurídico, evidente en la 
normatividad, los decretos, los  actos legislativos, material jurisprudencial, así 
como la doctrina y literatura que nos pueda servir para hacer una interpretación 
como la que se pretende. También serán fuentes de información importante los 
artículos de revistas especializadas, y artículos e información proveniente de 
diferentes fuentes bibliográficas y fuentes de internet. 
 
1.6 JUSTIFICACIÓN 
 
La idea central consiste en mostrar desde algunos argumentos teóricos, cómo 
esta práctica que vulneró flagrantemente los Derechos Humanos y la Democracia 
en Colombia, corresponde a crímenes contra la humanidad y en su práctica y  
denominación se constituyen una muestra evidente de los dispositivos de control 
ejercidos por un discurso biopolítico, donde el gobierno busca la seguridad de la 
democracia, acallando a través de la muerte y el miedo la promoción de una forma 
de vida, valiéndose  para ello de la reforma del establecimiento y utilizando  otro 
dispositivo de control: el Bioderecho, entendido como la normatividad absoluta de 
la vida. 
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2. MARCO RERERENCIAL. 
 
 
2.1  ANTECEDENTES DE INVESTIGACIÓN SOBRE LA POLÍTICA DE 
SEGURIDAD DEMOCRÁTICA. UNA MIRADA DESDE LA BIOPOLÍTICA. 
 
Si bien es cierto, se han hecho varias investigaciones orientadas hacia la 
interpretación de la Política de Seguridad Democrática, estas se han planteado 
desde lo que significó, por ejemplo el manejo de la seguridad, la creación de las 
conocidas cooperativas de vigilancia (CONVIVIR) y de las consecuencias jurídicas 
que de allí emergieron: “La política de Seguridad Democrática durante los 
gobiernos del presidente Uribe Vélez tuvo por premisa fáctica la situación de 
inseguridad generalizada y la correlativa demanda de seguridad de los 
colombianos; la aplicación de esta política conllevó la negación de la existencia de 
un conflicto armado. Los diferentes hechos de violencia presentados en estos 
últimos años son calificados por el gobierno como “acciones terroristas contra la 
sociedad”. (Angarita, 2011:89).  
También se conocen investigaciones  desde las víctimas, los desaparecidos y 
los Falsos Positivos (Mellizo, 2013), o investigaciones que leen los rostros e 
interpretan los testimonios de las otras  víctimas, las  Madres de los Falsos 
Positivos y cómo ellas irrumpen como sujetos políticos a partir de la vivencia del 
dolor (Díaz, Carmona, Salamanca, 2012). 
Así que un  análisis desde el Bioderecho poco se ha referenciado; y es 
precisamente desde esa mirada y desde ese campo específico  desde donde se 
partirá para interpretar la Política de Seguridad Democrática.  
Hoy la amplitud de las miradas que proporciona la confrontación  con las 
teorías modernas, nos presenta la Biopolítica que  rebasa las concepciones 
tradicionales de Política como poder, como dominio para acercarlas al control de 
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la sociedad, no sólo desde la ideología, ahora del  dominio del cuerpo de los 
individuos, su vigilancia y su disciplinamiento. 
El Derecho, la legislación, la normatividad, los fallos y sentencias de las 
instancias judiciales responderán a lo que Esposito explicó como  la distorsión del 
Derecho en nombre de la vida sin importar la adulteración del principio jurídico. 
 
2.2. MARCO TEÓRICO  
 
BIOPOLITICA Y POLÍTICA DE SEGURIDAD DEMOCRÁTICA 
 
Finalizaba el año 2008 cuando empezaron a aparecer en diferentes 
regiones de Colombia cadáveres de jóvenes que habían sido  presentados por el 
ejército nacional como guerrilleros muertos en combate, luego se comprobaría que 
se trataba de jóvenes que habían desaparecido de sus lugares de origen. Estos 
asesinatos, llamados después como ejecuciones extrajudiciales se mostraron a la 
luz pública con el nombre de los “Falsos positivos” del Ejército de Colombia. 
Según las investigaciones se trató del asesinato de civiles inocentes que 
sobrepasaron las mil víctimas, las que al parecer fueron masacradas bajo el 
pretexto del conflicto armado, y dentro de la política de seguridad democrática que 
caracterizó al gobierno del presidente Álvaro Uribe Vélez y que se amparó o se 
legitimó en la declaratoria de un estado de excepción que viabilizó la promulgación 
de normas que conducirían a la flagrante violación de los Derechos Humanos. 
Está claro que hechos de tal naturaleza no es la primera vez que se 
presentan en Colombia y el mundo, desafortunados casos pueden encontrarse en 
la historia que ha caracterizado la modernidad; recuérdese por ejemplo el 
asesinato de miles de obreros por parte de la fuerza pública en Ciénaga 
Magdalena en 1928, hecho al que se le denominó la “Masacre de las Bananeras”.  
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Luego vendrían otros hechos lamentables y poco conocidos o difundidos por los 
medios de comunicación, casos en los que la Fuerza Pública, el ejército, nacional, 
organismos de inteligencia, grupos de autodefensas o paramilitares apoyados por 
la misma fuerza pública han tenido su participación y cuyas prácticas han sido 
avaladas o legitimadas desde el Congreso y no suficientemente investigadas y 
sancionadas por el poder judicial (Masacre de Mapiripán, Masacre del Salado, 
Masacre de Trujillo, etc.) 
Son casos que encuadran en lo que se ha llamado Crímenes de Estado o 
Terrorismo de Estado porque es desde él mismo y amparado en su soberanía  
donde se ha legitimado el abuso de poder por parte de sus funcionarios. Prácticas  
que encajarían en lo que Foucault denominaría Biopolítica, el mantenimiento del 
poder, la administración de la vida de los seres humanos, el dominio de su cuerpo, 
el control de sus intereses, la amenaza de su libertad,  su encauzamiento o como 
él mismo lo llamaría: su disciplinamiento a través de la vigilancia y el control.  
Fórmase entonces una política de las coerciones que contiene un trabajo 
sobre el cuerpo, una manipulación calculada de sus elementos, de sus gestos de 
sus comportamientos. Pero, ¿se podría determinar que efectivamente estos 
hechos encajan o son una política de Estado? Si bien es cierto Colombia vive un 
conflicto armado desde hace varios años, y muchas y variadas han sido las 
políticas a las que los gobiernos le han  apostado para  mantener el orden, la 
seguridad, y el control; no obstante, podríamos afirmar que estas políticas han 
terminado por contradecir todos y cada uno de los principios constitucionales y 
democráticos que fundamentaron el Estado Social de Derecho promulgado en la 
Constitución Política de 1991, quebrantándolo; y en ese sentido cabe preguntarse 
si puede un estado mantener el orden y garantizar la seguridad a cualquier costo? 
¿Implica la administración política de la vida utilizar cualquier herramienta, no 
importa que con ello se vulnere la vida misma? ¿Puede esperarse de la 
administración política de la vida un atentado contra la vida y contra otros 
derechos con tal de que se cumpla su fin último, el mantenimiento del orden 
político y gubernamental?  
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Sobrados argumentos dan la respuesta, el conflicto armado en Colombia ha 
sido un fuerte pretexto utilizado por el establecimiento para legitimar sus abusos 
de poder y por ende para robustecer sus intereses. Resultado: miles de víctimas, 
desaparecidos, desplazados, torturados, masacrados, persecución política, 
personas inocentes privadas de su libertad y de sus derechos más importantes, 
pobreza, estigmatizaciones, miedo y terror.  
 
2.2.1. Política y Biopolítica 
 
Tradicionalmente se ha entendido a la Política como el Arte de gobernar o 
como la búsqueda del bien común, no obstante si apelamos a la polisemia del 
lenguaje podríamos encontrar hoy gran variedad de definiciones, quehan ido 
mutando y enriqueciendo con los avances del pensamiento moderno; por ejemplo, 
la política  ya entendida como la “forma civilizada de tramitar las diferencias y los 
conflictos”, o la “ lucha por el poder”, o “ la política como la organización general 
de la vida en común”, o “la organización institucional que emerge de un orden 
social de dominación”. Definiciones que han marcado rutas de interpretación sobre 
los conflictos, sobre el poder, sobre el estado, la sociedad y  el derecho.  
Hoy, partiendo de la amplitud de las miradas que proporciona la 
confrontación  con las teorías modernas, se abre un nuevo campo de saber, La 
Biopolítica, que  rebasa, las concepciones tradicionales de Política como poder, 
como dominio para acercarlas al control de la sociedad, no sólo desde la 
ideología, ahora del  dominio del cuerpo de los individuos, su vigilancia y su 
disciplinamiento. Un disciplinamiento  que terminará por sacrificar la vida, para 
garantizar la vida. Y es precisamente desde esa mirada y ese campo de saber 
desde donde partiremos para interpretar la Política de Seguridad Democrática 
implementada en Colombia durante el gobierno del Presidente Álvaro Uribe Vélez, 
donde se  desarrolló una forma de poder desde la necesidad de mantener o 
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garantizar la seguridad por encima de cualquier otro bien o interés jurídico, así se 
explica como:  
La política de Seguridad Democrática durante los gobiernos del 
presidente Uribe Vélez tuvo por premisa fáctica la situación de 
inseguridad generalizada y la correlativa demanda de seguridad de los 
colombianos; la aplicación de esta política conllevó la negación de la 
existencia de un conflicto armado. Los diferentes hechos de violencia 
presentados en estos últimos años son calificados por el gobierno como 
“acciones terroristas contra la sociedad”. Si el estado no interviene 
directamente en la población  no tiene otra razón de existir que en la 
intervención sobre intereses  de la vida de aquella. En esta intervención 
no está ausente el uso de  la violencia. (Angarita, 2011:89) 
 
La Política de Seguridad democrática inicia como un elemento importante 
del plan de gobierno del Presidente  Álvaro Uribe Vélez. Esta propuesta se 
consolida como discurso internacional a través del contexto de guerra y 
estrategias de prevención del terrorismo; materializado en significativas acciones 
como la de declarar el Estado de Conmoción Interior para el libre ejercicio 
legislativo por parte del presidente y la tramitación del Estatuto Antiterrorista para 
otorgar facultades judiciales a los militares, así mismo se dispuso  de  una política 
de refuerzo de las fuerzas militares con los llamados “soldados campesinos” y 
conformación de la red de cooperantes, estrategias que vinculaban a  los civiles a 
la guerra, vulnerando el principio de distinción del Derecho Internacional 
Humanitario. 
También se implementaron estrategias de carácter político que se 
evidenciaban en la propuesta de referendo por la Reelección presidencial, lo que 
implicó una reforma constitucional importante. El acercamiento a los ejércitos 
paramilitares, la consolidación de la ley de Justicia y Paz, la supresión del 
enemigo (FARC) 
Sorpresivamente los efectos de la política de seguridad democrática se 
expresan hoy con acciones vulneradoras de los principios democráticos 
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consignados en la Carta Constitucional, articulación de redes de corrupción al 
interior del gobierno (parapolítica), politización de las fuerzas armadas y una serie 
de investigaciones al partido político del gobierno Uribista, así como en acciones 
violatorias de los derechos humanos, falsos positivos, interceptaciones telefónicas, 
desapariciones y asesinatos a defensores de derechos humanos. 
 
El 1º de abril de 2010 tropas de la Brigada Móvil 25 del Ejército al 
mando del Coronel Ríos, ejecutaron al campesino Carlos Alberto 
García, de 27 años, en la vereda El Mocho de Tarazá, Antioquia, y 
luego lo vistieron con prendas militares, y le colocaron un rifle de asalto 
con munición y una granada, presentándolo como muerto en combate. 
El hecho se dio en un contexto de numerosas violaciones de derechos 
humanos de los campesinos por parte del ejército y de estigmatización 
del campesinado de la zona.El 25 de marzo de 2010 miembros del 
Gaula del ejército irrumpieron en la Inspección de Santa Rita del 
Municipio de Aipe, Huila, disparando indiscriminadamente y ejecutando 
a tres personas a quienes presentaron como guerrilleros del Frente 66 
de las FARC, muertos en Combate. El Coronel Jorge Alberto cárdenas 
de la Brigada 9 alegó que habían recibido una llamada en la que se 
informaba sobre guerrilleros llegados al casco urbano de Santa Rita, los 
cuales, al llegar los militares, los habrían recibido a bala, versión que la 
población rechaza,  y niega rotundamente que se hubiera presentando 
combate alguno, aún más, afirman que los civiles impidieron que los 
militares colocaran armas sobre uno de los cadáveres. (CINEP; 2010)  
 
Las distintas construcciones de la práctica y la teoría política desembocaron 
en modelos de gobierno que pasaron desde  aquellos que quisieron pacificar los 
ataques del hombre contra el hombre, pasando por otros que buscaron construir 
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acuerdos entre hombres libres e iguales ante la ley, hasta llegar a experiencias de 
dictaduras para igualar lo diferente.  
Es esa la imagen extrema de una dinámica que involucra a todos los grandes 
fenómenos políticos de nuestro tiempo.  
 
De la guerra de y contra el terrorismo, a las migraciones  masivas, de 
las políticas sanitarias a las demográficas, de las medidas de seguridad 
preventivas a la extensión ilimitada de las legislaciones de emergencia. 
No hay fenómeno de relevancia ajeno a la doble tendencia que sitúa 
los hechos aquí mencionados en una única línea de significado: por 
una parte una creciente superposición entre el ámbito de la política, o 
del derecho, y el de la vida; por la otra, según parece, como derivación, 
un vínculo igualmente estrecho con la muerte. (Esposito, 2004:15) 
Una breve ubicación sobre qué entender por biopolítica, nos lleva al plano 
etimológico donde el Prefijo bio: es entendido como vida; y política: es asumida 
como gobierno. La Biopolítica que, como la política moderna incluye a la vida 
natural dentro de los cálculos del poder estatal. Al incluir al viviente en tanto vida 
desnuda, dentro del derecho mediante su exclusión. En la medida en que alguien 
es ciudadano, ya no es más mero viviente; pero al mismo tiempo, para ser 
ciudadano, pone su vida natural, su nuda vida  a disposición del poder político; la 
política se vuelve entonces biopolítica. (Agamben, 2010:7). 
 Esta relación entre vida y política es abordada por Foucault (1984, 2008) 
mediante el análisis de las formas de poder y disciplinamiento del cuerpo 
(Biopoder) y las formas de gobernar y controlar las poblaciones (Biopolítica) que 
asume el soberano para el cumplimiento de sus objetivos, haciendo suya la 
máxima – en cuanto  Derecho-  “de hacer morir o de dejar vivir”,  así condiciona 
cuerpos, vidas y libertades para detener su potencia. Entonces la biopolítica busca 
“gobernar la vida entera, desde sus ritmos de crecimiento (fertilidad, nupcialidad, 
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natalidad y mortalidad) hasta la actividad de cada individuo, tanto en sus horas de 
trabajo como en las de ocio” (Ugarte, 2005,8). 
La biopolítica puede ser entendida como el cruce de dos polos  
(vida/política) que se entrelazan de manera constituyente teniendo la potencia de 
conservar la vida mediante la administración cuidadosa de los cuerpos y la 
creación de nuevas formas para la sujeción y control de las poblaciones.   
 El bíos es el objeto y el sujeto del conflicto y, por ende, de la política por él 
moldeada” (Esposito 2006: 45) por lo que se trata de entender que en el contexto 
moderno se genera una especie de  “estatización de lo biológico”, donde  el 
cuerpo se asume como una realidad bio-política sobre el que se deben ejercer 
nuevas formas de dominación. Así, la Psiquiatría, la educación, la política –como 
ejemplo-  son dispositivos de vigilancia y control sobre el cuerpo y la vida. Esta 
“deja de ser un resultado del azar, si se quiere el regalo concedido por la divinidad, 
para convertirse en una consecuencia de la intervención política y por ello es 
puesta en juego en la práctica cotidiana del poder” (Ugarte, 2005:10) 
En ese orden de ideas, la biopolítica no es una práctica inocente, tiene claro 
hacia dónde se dirige, el mantenimiento del poder del Estado y el dominio y 
disciplinamiento de la población son su norte; sus dispositivos de control loscuales 
constituyen entre otros, los sistemas jurídicos, el bioderecho. 
El sistema capitalista impregna su propio sentido economicista a la política, 
a las formas de gobierno y así a las formas de control sobre el cuerpo social y los 
cuerpos que lo componen, creando las condiciones para que aflore y se mantenga 
el miedo “Se trata de gobernar la vida entera. Cabe decir que los ciudadanos, 
además de ser los depositarios de un conjunto de derechos y deberes, son 
también sujetos en el doble sentido del término “sujeto”, es decir, independientes 
del poder al tiempo que necesitan todos los recursos que este proporciona para 
realizar su independencia.” Ugarte (2005, 12). 
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Como dice el dicho acerca de las brujas: “que las hay las hay pero no 
hay que creer en ellas”, lo mismo sucede con el paramilitarismo en 
Colombia. Varios documentos del Pentágono sacados a la luz pública 
en los EE.UU. revelan que desde los años sesenta los EE.UU. 
propugnaron la creación del paramilitarismo en Colombia como medio 
para combatir las “guerrillas comunistas”. Los manuales de las fuerzas 
especiales gringas puestos en efecto en los años 60 van aún más lejos: 
abogan por el uso del terrorismo como método de lucha inconvencional 
en contra de las guerrillas. 
Un manual de 1960 de las Fuerzas Especiales llamado “Operaciones 
de contrainsurgencia” sistematiza los métodos de lucha de los EE. UU. 
en la lucha contra las guerrillas, entre ellas las “operaciones punitivas” 
contra la población civil en las “operaciones de supresión de los 
guerrilleros/terroristas”.  Y entiéndase bien que desde aquella época el 
plan de llamar a los grupos insurgentes como “terroristas” ya estaba 
diseñado: fue copiado de los métodos usados por los franceses en 
Indochina y en el Norte de África y por los británicos en Malasia. Hasta 
la terminología que se usaba en aquella época es exactamente la que 
habría de aparecer en Colombia décadas más tarde: “aldeas de 
autodefensa”. Los gringos juntarían las experiencias de franceses y 
británicos y las suyas propias en Filipinas, Corea e Indochina para 
“perfeccionar” su teoría. Fue así como adaptaron la terminología 
colonialista de franceses y británicos: los insurgentes deberían ser 
llamados “guerrilleros/terroristas” y “disidentes” y la población civil 
sospechosa de colaborarles estaría sujeta a operaciones “punitivas” y 
de “relocalización”.Todos estos poderes colonialistas habían usado ya 
en sus guerras el equivalente de los escuadrones de la muerte: grupos 
de 12 individuos altamente entrenados, cuya misión era hacer misiones 
de reconocimiento y de “caza y destrucción” del adversario. (El Tiempo 
el 15 de Mayo 2007. El verdadero origen del paramilitarismo en 
Colombia). 
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En tiempos modernos la inminencia de un atentado terrorista, y el miedo 
que gobierna los tiempos del miedo han servido como pretexto o justificación no 
sólo para que los estados inviertan en armas y busquen la financiación de sus 
guerras, también han generado un fuerte resquebrajamiento del orden 
democrático y por ende la necesaria modificación del ordenamiento jurídico, así “el 
Derecho termina situándose en una franja ambigua e incierta, en la intersección 
entre lo jurídico y lo político, se encuentra en la paradójica situación de ser 
medidas jurídicas  que no pueden ser comprendidas en el plano del derecho, pero 
que sin embargo se presentan con la forma legal de aquello que no puede tener 
forma legal” (Agamben, 2010:24) 
 
2.2.2. El Bioderecho 
 
“Los políticos aprovechan las crisis de legitimidad para intentar operaciones 
involutivas que supondrían un abandono no sólo de las exigencias del Estado 
Constitucional, sino incluso del Estado de Derecho” 
Zagrebelsky 
 
Una mirada desde el panóptico. 
 
El panóptico de Bentham llega hasta nuestros días y sirve como modelo 
para explicar cómo se desarrollan las relaciones de poder en la vida cotidiana de 
los seres humanos, cómo además se instauran y dinamizan con la anuencia de la 
sociedad, nuevas formas de vigilancia, control y poder coercitivo. Ahora el modelo 
panóptico no se refiere a prisiones, hospitales, fábricas o escuelas, las nuevas 
formas y maneras de vigilancia y control son más sutiles, están presentes en los 
múltiples sistemas que se implementan: los informáticos, los legislativos, los 
comerciales y publicitarios; los sistemas de salud y los sistemas encargados de la 
prestación de los servicios públicos domiciliarios. Toda una red de vigilancia y 
control que determina y define la vida de los individuos y que alcanzó su máxima 
expresión política en Colombia, con la Seguridad Democrática y su 
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implementación a través de diversos dispositivos de control y coerción, no 
importando que con ello se sacrificaran la vida, la libertad, la dignidad humana y 
otros derechos y libertades. 
 
En el Estado capitalista liberal, la imagen del panóptico se reproduce de 
múltiples formas: métodos de vigilancia que han hecho parte de la vida “ normal”, 
como por ejemplo los sistemas estadísticos que han permitido ubicar en 
categorías, clases, conceptos, grupos, para hacer más entendible el grupo social, 
y por supuesto para cambiarlo y controlarlo.  
 
Los Estados contemporáneos en función del mantenimiento del orden, han 
generado técnicas y tecnologías de vigilancia, muchas de ellas pensadas desde 
los aparatos militares. A la tecnología panóptica se le debe el invento de las 
escuchas, en nuestro país conocidas como las “chuzadas”. La intervención de 
líneas telefónicas, cámaras ubicadas por doquier, y no sólo en manos del gobierno 
y exclusivas de la policía, también para controlar la gestión de los trabajadores, el 
hurto en los almacenes de cadena, y hasta el juego de los niños y la seguridad de 
los hogares. Las tecnologías ahora utilizadas hacen visibles a los individuos, y tal 
visibilidad está expuesta a una multitud de miradas desde direcciones muy 
diferentes y en busca de cosas distintas; así también con el ánimo de combatir el 
terrorismo, después del 11 de septiembre de 2001, el miedo a una amenaza 
desató para Estados Unidos, y el resto del mundo la necesidad de implementar , 
nuevas tecnologías, mecanismos y esquemas de vigilancia para garantizar la vida 
y la protección contra la inminencia de una agresión. Los gobiernos ofrecieron 
combatir la inseguridad acudiendo al método de expedir leyes restrictivas de las 
libertades individuales y de las garantías ciudadanas. 
 
Analistas como el investigador Álvaro Camacho coinciden en cuestionar las 
políticas de seguridad que trazan algunos estados, en los cuales su preocupación 
no es tanto la seguridad de las personas sino la del propio estado, incluso contra 
los intereses de la ciudadanía. Es más, después del 11-S, con el pretexto de 
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garantizar la seguridad los estados aplican medidas que terminan por afectar 
derechos fundamentales de la población, particularmente de los sectores más 
vulnerables (Camacho, 1994). 
 
2.2.3 El conflicto armado como pretexto biopolítico 
 
El Conflicto armado  en Colombia ha sido el gran pretexto que utilizó el 
establecimiento para legitimar sus abusos de poder, la razón que determinó la 
muerte de miles de seres humanos a los que se les disfrazaba de insurgentes; la 
guerra justa, o el contra-terrorismo, cuyo resultado arrojó miles de víctimas, 
desaparecidos, torturados, desplazados, perseguidos políticos, estigmatizados, 
personas inocentes afectadas en sus derechos, saturadas de miedo y terror. 
 
La legitimación de dicha política encontró su mejor dispositivo en la 
normatividad. La legislación y la normatividad se adecuaron a dicha política, el 
derecho se utilizó como instrumento por el soberano para imponer su propia 
dominación(Esposito, 2008: 58). 
Foucault plantea que el Derecho no opone la guerra a la justicia, no 
identifica justicia y paz, sino por el contrario, supone que el derecho es una forma 
singular y reglamentada de conducir la guerra entre los individuos y de 
desencadenar los actos de venganza. El Derecho es pues una manera 
reglamentada de hacer la guerra (Foucault, 1978:69). Desde esta perspectiva 
puede decirse que el Derecho que deviene norma que se implementó en Colombia 
bajo la política de Seguridad Democrática sirvió más que para resolver el conflicto, 
para atizar la guerra, la política de exterminio de los enemigos, aquellos vistos 
como guerrilleros que había que destruir. En este sentido podría comprenderse 
con mayor facilidad  el aval que la mayoría de la población colombiana le dio a la 
propuesta de política de seguridad democrática, que buscaba mantener el orden, y 
la paz en el territorio colombiano, para ello había que acabar con el enemigo, en 
este caso llamado guerrillero; el pretexto o la excusa que legitimó la muerte de 
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miles de seres humanos, a los que se les disfrazaba de insurgentes,  fue 
precisamente la “guerra justa”, o el “contra- terrorismo. 
La norma ya no es como el trascendentalismo moderno, aquello que desde 
afuera asigna al sujeto sus derechos y deberes, permitiéndole lo que es lícito y 
vedándole lo que le está prohibido, sino la forma esencial que cobra la vida en la 
expresión de su propio incontenible poder de existir (Esposito, 2006: 300). Es 
decir, y teniendo en cuenta la concepción Spinoziana a la que alude Esposito, la 
norma no llega desde fuera al sujeto, porque surge desde su propia capacidad de 
existencia. 
Así, desde este punto de vista, el único valor que permanece estable en la 
transición de las normas desde un sistema hacia a otro, es la conciencia de su 
traductibilidad en formas siempre distintas y necesariamente transitorias. Y es 
entones que podemos afirmar que el ordenamiento jurídico colombiano, y sus 
instituciones terminaron por “contaminarse” de este modo de vida, de la vida 
misma que antepuso una política de la muerte a los presupuestos   determinantes 
en la conformación del Estado Social de Derecho, reduciéndolos bajo el marco de 
una política de seguridad democrática a la confrontación y en últimas, al 
desconocimiento de los principios que le habían dado sentido. 
 
2.2.4 El Bioderecho entendido como dispositivo de control. 
 
El Derecho, la legislación, la normatividad, los fallos y sentencias de las 
instancias judiciales respondieron a lo que Esposito ha denominado Bioderecho, 
es decir la distorsión del Derecho en nombre de la vida y sin importar la 
adulteración del principio jurídico. 
 
Tradicionalmente se ha conocido cómo el Bioderecho aborda los problemas 
relacionados con la vida desde una perspectiva normativa, pero entendidos estos 
como las decisiones jurídicas y jurisprudenciales que se han orientado a lo 
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concerniente con la investigación y el desarrollo tecnológico desde lo clínico y su 
importante incidencia en la salud e integridad física y mental de la especie 
humana, pero visto además desde una importante relación  con la ética y la moral; 
en ese sentido, una mirada desde esta forma de entender el Bioderecho nos 
llevaría a encontrarnos con las reflexiones que contemporáneamente se plantean 
desde la Bioética, la bioeconomía, la ecología profunda, en fin. 
 
No obstante, debe insistirse en que la mirada y el planteamiento desde 
donde devienen nuestros argumentos se apoya en el Bioderecho expuesto por 
Esposito, Foucault y Agamben quienes coinciden en ver la norma como un 
dispositivo de control que legitima la modificación del orden jurídico en razón de 
una política que deviene del ejecutivo entendido éste como el poder del soberanoy 
que busca a través de la norma, esto es de la figura jurídica, fortalecer el discurso 
biopolítico y legitimarlo, lo que da una doble naturaleza al derecho, tal como lo 
plantea Agamben: “Ambigüedad constitutiva del orden jurídico por el cual éste 
parece estar siempre al mismo tiempo adentro y afuera de sí mismo, a la vez, vida 
y norma, hecho y derecho. Paradójicas situaciones de ser medidas jurídicas que 
no pueden ser comprendidas en el plano del derecho y que se presentan con la 
forma legal de aquello que no puede tener forma legal” (2010,24). 
 
2.2.5 Estado de crisis y dispositivos normativos desde el Bioderecho. 
 
La modificación o la adulteración de la norma como respuesta a un interés 
del ejecutivo ha tenido su mayor ejemplificación en los estados de crisis, esto es 
los estados de sitio, o lo que en las últimas décadas se ha dado en llamar estados 
de emergencia o estados de excepción, los que se presentan como respuesta del 
poder del estado a los conflictos internos más extremos. La progresiva  indistinción 
entre norma y excepción, ligada a la estabilización de legislaciones de 
emergencia, constituye un indicador adicional de la cada vez más neta 
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caracterización biopolítica de la sociedad contemporánea. El hecho de la 
búsqueda obsesiva de seguridad frente a la amenaza terrorista haya llegado a  ser 
el centro de todas las estrategias  de gobiernos actuales, da una noción de la 
transformación. (Esposito, 2006:236). 
Así como lo fue en la Alemania Nazi el levantamiento comunista, pretexto 
ideal para legitimar la Declaratoria de un plan de defensa de emergencia que en 
nombre de la protección del  pueblo y del estado favoreció la promulgación del 
Decreto Reichstagsbrandverordnung  o Decreto del Incendio del Reichstag, para 
la protección del pueblo y del estado, el cual suspendió los artículos de la 
Constitución de Weimar concernientes a las libertades personales y le brindó al 
gobierno, no sólo poderes adicionales para cerrar las imprentas de los partidos de 
izquierda, sino también para prohibir cualquier publicación de la oposición, 
interrumpir concentraciones de campaña y arrestar opositores a su antojo. Se 
aumentaron las penas por traición y se empañó la distinción entre crítica del 
gobierno y traición. (Muller, 1987:48). Resultado: No menos de siete millones de 
hombres y mujeres asesinados. Millones de desplazados, muertos por hambre y 
enfermedades. Miles de ciudadanos perseguidos y martirizados. Centenares de 
seres humanos condenados por jueces y fiscales, que actuaban aparentemente 
bajo el imperio de la ley.El decreto no fue nunca revocado, de modo que todo el 
Tercer Reich puede ser considerado desde el punto de vista jurídico, como un 
estado de excepción que duró doce años. 
Así también lo fue la military order emanada del presidente de los EE.UU el 
13 de noviembre de 2001, que autorizaba la “indefinite detention” y el 
procesamiento por parte de comisiones militares  de los no-ciudadanos 
sospechosos de estar implicados en actividades terroristas.  
 
Se permitía poner bajo custodia al extranjero que fuera sospechoso de 
actividades que pusieran en peligro la “seguridad nacional de los 
Estados Unidos”; pero dentro de los siete días el extranjero debía ser, o 
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bien expulsado, o acusado de violación de la ley de inmigración o de 
algún otro delito. La novedad de la orden del presidente Bush es que 
cancela radicalmente todo estatuto jurídico de un individuo, produciendo 
así un ser jurídicamente innominable e inclasificable. Los talibanes 
capturados en Afganistán no sólo no gozan del Estatuto según la 
Convención de Ginebra, ni siquiera del de imputado por algún delito por 
las leyes norteamericanas. Ni prisioneros ni acusados, solamente 
detainees, ellos son objeto de una pura señoría de hecho, de una 
detención indefinida no sólo en sentido temporal, sino en cuanto a su 
propia naturaleza, dado que esta está del todo sustraída a la ley y al 
control jurídico( Agamben, 2010:27). 
 
 En similar sentido ocurrió en Colombia durante la implementación de la 
Política de Seguridad Democrática bajo el Gobierno del entonces presidente 
Álvaro Uribe Vélez (2002-2010), quien con el ánimo de enfrentar el terrorismo 
buscó la reforma del establecimiento, valiéndose dela adulteración del sistema 
jurídico, es decir  del uso del Bioderecho para legitimar su política de seguridad 
democrática; y en dicho sentido implementó -en unos casos-, y  trató de 
implementar- en otros-,  los diferentes dispositivos normativos para responder a la 
amenaza terrorista; de algunos de ellos se hablará en el siguiente capítulo. 
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3. DISPOSITIVOS NORMATIVOS DESDE LA TEORÍA DEL BIODERECHO EN 
EL MARCO DE LA POLÍTICA DE SEGURIDAD DEMOCRÁTICA 
 
De acuerdo a nuestro análisis y al planteamiento que se viene 
desarrollando entendemos por Dispositivos normativos desde la teoría del 
Bioderecho los siguientes: 
-El Acto Legislativo 02 de 2002 por medio del cual se pretendió modificar los 
artículos 15, 24, 28, 29 y 250 de la Constitución Política de Colombia para 
enfrentar el terrorismo, conocido también como  Estatuto Antiterrorista. 
- ElDecreto 1837 del 11 de agosto de 2002 a través del cual se pretendió declarar 
el estado de Conmoción Interior en respuesta  a la situación de inseguridad que 
vivía el país por los frecuentes, despiadados y perversos ataques contra los 
ciudadanos, sometidos a un régimen de terror.  
-La Directiva Ministerial  029 del 17 de noviembre de 2005 la cual estableció una 
especie de  pago de recompensas e incentivos, por supuestos guerrilleros 
abatidos o dados de baja en combate,  también por la obtención de  información y 
recuperación de material logístico y de intendencia. 
-ElDecreto 1400 del 5 de mayo de 2006 el cual creó la Bonificación por 
Operaciones de Importancia Nacional, Boina, contemplado con el Decreto 1058 de 
2008 
También pueden considerarse dispositivos del Bioderecho, los siguientes: 
 Ley 418 de 1998, estableció una política de pago de recompensas, igualmente la 
Ley 548 de 1999, agregó que se podría dar recompensas a quien colaborara con 
los organismos de inteligencia del Estado. La ley 782 de 2002 creó el Fondo 
Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana para operaciones de redes de 
inteligencia y recompensas a desmovilizados que colaboraran con la justicia.  
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El Decreto 128 de 2003 estableció bonificaciones por colaboración, al igual que el 
decreto 2767 de 2004 y se reforzó con las directivas del Ministerio de Defensa Nº   
015 y 016 de 2007. 
A continuación abordaremos la interpretación de tres de los dispositivos jurídicos 
con mayor relevancia dentro de la Política de Seguridad Democrática: 
 
3.1.  ESTATUTO ANTITERRORISTA  
 
Acto Legislativo 02 de 2002 por medio del cual se pretendió modificar los 
artículos 15, 24, 28, 29 y 250 de la Constitución Política para enfrentar el 
terrorismo, luego de una demanda de Constitucionalidad laCorte Constitucional a 
través de la Sentencia C- 816 de 2004  lo declaró  inexequible por vicios de 
procedimiento ocurridos en el sexto debate de la segunda vuelta. El acto 
Legislativo planteaba las siguientes modificaciones a la Constitución Política: 
Artículo 1º. El artículo 15 de la Constitución Política quedará así: 
(La parte subrayada destaca la modificación) 
Artículo 15. Todas las personas tienen derecho a su intimidad personal y 
familiar y a su buen nombre, y el Estado debe respetarlos y hacerlos respetar.  
De igual modo, tienen derecho a conocer, actualizar y rectificar las 
informaciones que se hayan recogido sobre ellas en los bancos de datos y en 
archivos de entidades públicas y privadas. 
En la recolección, tratamiento y circulación de datos se respetarán la libertad y 
demás garantías consagradas en la Constitución. 
La correspondencia y demás formas de comunicación privada son inviolables.  
Sólo pueden ser interceptados o registrados mediante orden judicial, en los 
casos y con las formalidades que establezca la ley. 
Con el fin de prevenir la comisión de actos terroristas, una ley estatutaria 
reglamentará la forma y condiciones  en que las autoridades que ella señale, 
con fundamento en serios motivos, puedan interceptar o registrar la 
correspondencia y demás formas de comunicación privada, sin previa orden 
judicial, con aviso inmediato a la Procuraduría General de la Nación y control 
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judicial posterior dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes. Al iniciar 
cada período de sesiones el Gobierno rendirá informe al Congreso sobre el 
uso que se haya hecho de esta facultad.  Los funcionarios que abusen de las 
medidas a que se refiere este artículo incurrirán en falta gravísima, sin 
perjuicio de las demás responsabilidades a que hubiere lugar. 
Para efectos tributarios judiciales y para los casos de inspección, vigilancia e 
intervención del Estado, podrá exigirse la presentación de libros de 
contabilidad y demás documentos privados, en los términos que señale la ley. 
Artículo 2º. El artículo 24 de la Constitución Política quedará así: 
Artículo 24. Todo colombiano, con las limitaciones que establezca la ley, tiene 
derecho a circular libremente por el territorio nacional, a entrar y salir de él, y a 
permanecer y residenciarse en Colombia. 
El Gobierno Nacional podrá establecer la obligación de llevar un informe de 
residencia de los habitantes del territorio nacional,  de conformidad  con la ley 
estatutaria que se expida para el efecto. 
Artículo 3º. El artículo 28 de la Constitución Política quedará así: 
Artículo 28. Toda persona es libre.  Nadie puede ser molestado en su persona 
o familia, ni reducido a prisión o arresto, ni detenido, ni su domicilio registrado, 
sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial competente, con 
las formalidades legales y por motivo previamente definido en la ley. 
La persona detenida preventivamente será puesta a disposición del juez 
competente dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes, para que este 
adopte la decisión correspondiente en el término que establezca la ley. 
En ningún caso podrá haber detención, prisión ni arresto por deudas, ni penas 
y medidas de seguridad imprescriptibles.  
Una ley estatutaria reglamentará la forma en que, sin previa orden judicial, las 
autoridades que ella señale puedan realizar detenciones, allanamientos y 
registros domiciliarios, con aviso inmediato a la Procuraduría General de la 
Nación y control judicial posterior dentro de las treinta y seis (36) horas 
siguientes, siempre que existan serios motivos para prevenir la comisión de 
actos terroristas.  Al iniciar cada período de sesiones el Gobierno rendirá 
informe al Congreso sobre el uso que se haya hecho de esta facultad.  Los 
funcionarios que abusen de las medidas a que se refiere este artículo 
incurrirán en falta gravísima, sin perjuicio de las demás responsabilidades a 
que hubiere lugar. 
Artículo 4º. El artículo 250 de la Constitución Política tendrá un parágrafo del 
siguiente tenor: 
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Parágrafo 2º. Para combatir el terrorismo y los delitos contra la seguridad 
pública, y en aquellos sitios del territorio nacional donde no exista una 
autoridad judicial a la que se pueda acudir en forma inmediata o donde el 
acceso de los funcionarios ordinarios de policía judicial no sea posible por 
excepcionales circunstancias  de orden público, la Fiscalía General de la 
Nación conformará unidades especiales de Policía Judicial con miembros de 
las Fuerzas Militares, las cuales estarán bajo su dirección y coordinación.  
Para el desarrollo de las labores propias de esta función, los miembros de la 
Unidad pertenecientes a las fuerzas militares se regirán, sin excepción, por los 
mismos principios de responsabilidad que los demás miembros  de la unidad 
especial. 
Artículo 5º. Vigencia. Las adiciones a la Constitución Política efectuadas 
mediante el presente acto legislativo empezarán a regir a partir de su 
promulgación.  Las facultades especiales a las cuales se refieren los artículos 
1º, 2º y 3º se ejercerán con estricta observancia de lo dispuesto en ellos y de 
acuerdo con la ley estatutaria que a iniciativa del Gobierno Nacional expedirá 
el Congreso de la República antes del 20 de junio del año 2004. 
El Gobierno presentará el proyecto a más tardar el 1º de marzo del mismo 
año, con mensaje de urgencia e insistencia. 
Los términos para todo el trámite de control previo de constitucionalidad que 
hará la Corte Constitucional se reducen a la mitad, en este caso. 
En caso de que esta ley Estatutaria no entrara en vigencia en los nueve (9) 
meses siguientes a la promulgación de este acto legislativo, el Gobierno 
Nacional podrá expedir un reglamento que regule en forma transitoria la 
materia. 
Las funciones a que se refieren el inciso 4º del artículo 15, el inciso 4º del 
artículo 28 y el parágrafo 2º del artículo 250 que se introducen por el presente 
acto legislativo se conferirán por el término de cuatro (4) años prorrogables por 
la mayoría absoluta del Congreso de la República. 
Los actos terroristas a que se refiere este Proyecto serán los definidos como 
tales por la legislación penal vigente. 
 
Dicho ActoLegislativo constituía una afrenta contra el Estado Social de 
Derecho, porque se traducía en restringir y limitar los derechos de los ciudadanos,  
fortaleciendo a su vez un sistema presidencialista para abrir el camino hacia el 
estado autoritario o dictatorial, donde los ciudadanos, -ya no ciudadanos en el 
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pleno goce de sus derechos sino súbditos, no tendrían sino que obedecer porque 
del resto se encargaría el Estado.  
En esta iniciativa normativa, se puede apreciar claramente un ejemplo de 
dispositivo del Bioderecho, una norma promulgada por el establecimiento, que 
logra su justificación en la posible o latente amenaza terrorista, y en ella justifica el 
inminente atentando contra  derechos y principios fundamentales entendidos como 
baluartes de la civilización occidental, estos, el principio de la legalidad, la libertad 
y el Habeas Corpus; principios y derechos que habría en el nuevo estado de cosas 
quesacrificar. Por otraparte, intentó permitir que autoridades sin previa 
determinación constitucional interceptaran comunicaciones y demás formas de 
correspondencia cuando se sospechara que una persona pudiera participar en 
actos considerados como terroristas, se rompía entonces con uno de los principios 
sobre los cuales se fundamenta, no sólo el Estado colombiano, sino la totalidad 
del Estado liberal: la separación de poderes. La indeterminación de las 
autoridades judiciales dejaba que cualquier funcionario, así no fuera de carácter 
judicial, pudiera entrometerse en la vida privada de las personas, con esta reforma 
se modificaban unos de los principales fundamentos de la Constitución de 1991, el 
derecho a la intimidad personal, familiar y al buen nombre, la presunción de 
inocencia, el debido proceso, y por otra parte, la remisión que hacía el acto al 
concepto de terrorismo en la legislación penal, dejaba al arbitrio de la ley (la cual 
es inferior a la constitución) la situación sobre la cual se podía restringir todos 
estos derechos.  
También con dicho Estatuto se pretendía desconocer el principio básico de 
legalidad, sobre el cual se fundamenta cualquier organización estatal democrática.  
Y en el mismo sentido el recurso de habeas corpus. Otra reforma interesante por 
lo contradictoria al Estado Social de Derecho y al ejercicio de la función pública,  
era específicamente la atribucióna las fuerzas militares de funciones de policía 
judicial, implicando que el funcionario tendría que actuar, por una parte, como 
militar cumpliendo labores que lo obligan a tomar una posición de contrincante y, 
por otra, como Fiscal, a actuar como órgano imparcial y autónomo. 
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Como ya se había anotado, la Corte Constitucional a través de la Sentencia 
C- 816 de 2004 declaró inexequible éste Acto Legislativo por vicios de 
procedimiento, ocurridos en el sexto debate de la segunda vuelta, decisión que 
revisó la forma, obviamente ateniéndose a sus funciones, es decir a la establecida 
en el artículo 241, numeral 1 de la Constitución, que plantea que a la Corte le 
corresponde decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan 
los ciudadanos contra los actos reformatorios de la Constitución, cualquiera que 
sea su origen, solo por vicios de procedimiento en su formación. Efectivamente así 
se hizo, cumplió la corte con su deber constitucional, no obstante frente a tan clara 
iniciativa de modificación de la Constitución, es decir sobre el fondo de la reforma, 
los aspectos puntuales, la afectación de los Derechos Humanos y demás 
conquistas y garantías constitucionales que se hubiesen visto afectadas, poco dijo 
la Corte. 
 
3.2. DECRETO 1837 del 11 de agosto de 2002, por el cual se declaró el Estado 
deConmoción Interior, el cual considerada lo siguiente: 
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades que 
le confiere el artículo 213 de la Constitución Política, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que la situación de inseguridad del país se torna cada día más crítica y son 
más frecuentes, despiadados y perversos los ataques contra los ciudadanos 
indefensos y las violaciones a sus derechos humanos y a las reglas 
fundamentales del Derecho Internacional Humanitario; 
 
Que la Nación entera está sometida a un régimen de terror en el que naufraga 
la autoridad democrática y hace cada vez más difícil y azarosa la actividad 
productiva, multiplicando el desempleo y la miseria de millones de 
compatriotas; 
 
Que esos infames ataques contra el pueblo de Colombia tienen su origen 
principal en la acción de bandas armadas, organizadas y financiadas al 
amparo del lucro gigantesco que les proporciona su participación directa y 
creciente en los delitos del narcotráfico, el secuestro y la extorsión fuentes 
principales de esta tragedia colectiva y su causa eficiente más próxima y 
decisiva; 
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Que es ineludible tomar medidas inmediatas para prevenir actos de terrorismo 
semejantes o peores a los que para sorpresa del mundo entero se han 
presentado durante las últimas semanas en diferentes lugares del país, así 
como la amenaza a que está sometida nuestra democracia por los actos de 
coacción de que vienen siendo víctimas los mandatarios locales y nacionales 
y sus familias en todo el país; 
 
Que el poder financiero casi inagotable de estos grupos los hace más temibles 
por su capacidad tecnológica creciente para el terror, su desprecio a los 
valores más elementales del hombre y de la sociedad y su indudable conexión 
con el poder destructivo que les ofrece su asociación con grupos afines de 
otros países o regiones; 
 
Que la situación de inseguridad ha generado un deterioro adicional de las 
zonas rurales y particularmente de las condiciones y posibilidades de empleo 
de la población más pobre del país; 
 
Que los grupos criminales han multiplicado su actividad, tanto en el terreno de 
los ataques terroristas a la infraestructura de servicios esenciales –la energía, 
el agua potable, las carreteras y los caminos–, en la comisión de delitos de 
lesa humanidad como las masacres, desapariciones, secuestros, 
desplazamientos forzados y destrucción de pueblos indefensos. Hemos 
alcanzado la más alta cifra de criminalidad que en el planeta se registra, en un 
proceso acumulativo que hoy nos coloca a las puertas de la disolución social. 
Además, se han dedicado los grupos armados a la vil empresa de amenazar 
los legítimos representantes de la democracia regional, los gobernadores, los 
alcaldes, diputados y concejales y sus colaboradores, intentando la ruina de 
nuestras instituciones, sembrando la anarquía y creando la sensación de 
orfandad, abandono y desgobierno en amplias zonas del país; 
 
Que los hechos públicos y notorios que anteceden, prueban dolorosamente la 
debilidad del Estado para contrarrestar eficientemente estas acciones 
terroristas e impedir la extensión de sus efectos, con los recursos que el 
derecho ordinario ha previsto para una Nación en estado de relativa calma. 
Los medios económicos de que hoy se dispone son insuficientes para la 
inversión adicional que reclama el crecimiento de la Policía y las Fuerzas 
Militares, sus planes de expansión operativa y la modernización de su 
equipamiento para los años 2002 y 2003; 
 
Que corresponde al Presidente de la República liderar las acciones necesarias 
de parte de las autoridades públicas contra estas formas salvajes de presión 
en perjuicio de la sociedad colombiana, restableciendo el orden público, 
garantizando los postulados del Estado Social de Derecho y la lucha por 
reafirmar los principios tutelares del respeto a los derechos humanos y al 
Derecho Internacional Humanitario; 
 
Que sin descuidar las tareas que al Estado corresponden para crear o 
fortalecer las condiciones estructurales que permitan combatir la anarquía, el 
terror y la violencia que lo amenazan, es impostergable la adopción de 
medidas extraordinarias, transitorias pero eficaces para devolver a los 
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colombianos su seguridad individual y colectiva y para responder al desafío 
que sin antecedentes les proponen las bandas criminales; 
 
Que todas las personas tienen que hacer un significativo esfuerzo tributario 
para poner al Estado en condiciones de garantizar la seguridad ciudadana en 
vastas zonas de su territorio, hoy desamparadas, con pie de fuerza, equipos 
de comunicación, dotación y medios militares y de policía adicionales a los 
hoy limitados e insuficientes de que dispone. Igualmente, será preciso adoptar 
medidas que permitan recuperar la vigencia de los derechos y las libertades 
públicas en todo el territorio nacional, sin sacrificio de las garantías 
consagradas en esta Constitución y en los tratados internacionales sobre la 
materia suscritos y ratificados por Colombia; 
 
Que dada la grave situación Fiscal del país, la Nación no cuenta en la 
actualidad con los recursos necesarios para financiar la fuerza pública y las 
demás instituciones del Estado que deben intervenir para conjurar las causas 
de la perturbación e impedir la extensión de sus efectos, motivo por el cual es 
necesario imponer y recaudar nuevas contribuciones fiscales; 
 
Que los recursos apropiados en el Presupuesto General de la Nación, no son 
suficientes para sufragar los gastos que demanda el Estado de Conmoción 
Interior, por lo cual es necesario adicionar y modificar la ley de apropiaciones 
para la vigencia fiscal de 2002; 
 
Que es necesario ampliar el pie de fuerza a disposición de la Nación. Su 
aumento se logrará mediante la incorporación de nuevos soldados y policías a 
través de cualquiera de las modalidades previstas en la ley, así como 
mediante la ampliación del período de prestación del servicio de los soldados 
regulares; 
 
Que se requiere establecer mecanismos para que los operadores de sistemas 
de comunicación colaboren con las autoridades de forma eficaz; 
 
Que es necesario aumentar y mejorar la capacidad técnica y el equipamiento 
que requieren las Fuerzas Armadas y de Policía para desarrollar los 
operativos necesarios que permitan enfrentar los ataques a poblaciones y 
ciudadanos; 
 
Que las autoridades nacionales deben desarrollar un plan nacional tendiente a 
desmovilizar los grupos terroristas que vienen actuando en diferentes lugares 
de la Nación; 
 
Que es necesario fortalecer la dotación de los servicios de inteligencia, de la 
Fuerza Pública y de la Rama Judicial, con los recursos jurídicos y materiales 
necesarios para que su actividad sea efectiva y para prever, evitar y sancionar 
actos terroristas y criminales; 
 
Que resulta necesario extender la responsabilidad penal de los miembros de 
las organizaciones terroristas hacía sus cabecillas y dirigentes; 
 


Que se requiere ampliar el apoyo de fiscales, procuradores especiales, 
defensores de oficio, de Policía judicial y de Defensoría del Pueblo, para 
garantizar los derechos de los procesados así como el respeto a los derechos 
humanos y a las normas del Derecho Internacional Humanitario; 
 
Que resulta indispensable establecer mecanismos jurídicos para operar 
eficazmente en contra de la delincuencia organizada facilitando la 
aprehensión, captura y retención de los eventuales implicados; realizando 
allanamientos e interceptaciones, identificando sospechosos y recogiendo 
pruebas que conduzcan a establecer la responsabilidad de autores y 
partícipes. Así mismo asegurar que dichos mecanismos jurídicos contribuyan 
a la eficacia de la investigación y juzgamiento de conductas terroristas o de 
aquellas que e resulten de la actividad criminal organizada; 
 
Que es necesario fortalecer los mecanismos de cooperación ciudadana y en 
especial organizar redes que a través de la Policía Nacional o de las Fuerzas 
Militares, según el caso, cooperen de manera activa para la prevención del 
delito y de los actos terroristas tanto en las zonas urbanas como rurales, en 
cumplimiento de las normas constitucionales que regulan los deberes de la 
persona y el ciudadano; 
 
Que es necesario reforzar los programas de lucha contra el secuestro y la 
extorsión, dotando a las autoridades competentes de los mecanismos para 
prevenir el delito, capturar y sancionar a los delincuentes, proteger a los 
funcionarios judiciales, a los miembros de la Policía Nacional, de Seguridad 
Nacional, de las Fuerzas Militares y a los organismos de control. Así mismo, 
resulta necesario restringir el acceso de las organizaciones delincuenciales a 
los activos y recursos financieros originados en cualquier actividad ilícita, sea 
cual fuere el mecanismo a través del cual se estén movilizando los recursos 
dentro del sistema económico. De igual manera es indispensable acelerar los 
procesos de extinción de dominio sobre los patrimonios ilegítimos, buscando 
su plena eficacia; 
 
Que en las circunstancias de excepción que vive el país se requiere que las 
autoridades adopten medidas tendientes a restringir la libre circulación de 
personas y vehículos en aquellos lugares y horas determinados por las 
autoridades respectivas; 
 
Que las atribuciones ordinarias de las autoridades de policía no resultan 
suficientes para prevenir la ocurrencia de nuevos hechos criminales y 
terroristas, y para conjurar la situación de grave perturbación mencionada, por 
lo cual se hace indispensable, adoptar medidas de excepción, 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º. Declarar el Estado de Conmoción Interior en todo el territorio 
nacional, por el término de noventa (90) días calendario, contados a partir de 
la vigencia del presente decreto. 
Artículo 2º. Al Congreso se le presentará una exposición amplia y detallada de 
las razones que justifican esta declaratoria. 
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Artículo 3º. A la honorable Corte Constitucional se enviarán, para su examen, 
los decretos legislativos que se expidan al abrigo y como consecuencia de 
esta declaración. 
Artículo 4º. El presente decreto rige a partir de la fecha de su expedición. 
Publíquese y cúmplase. 
 
Dado en Bogotá, D.C, a 11 de agosto de 2002. 
ALVARO URIBE VELEZ 
El Ministro del Interior, 
Fernando Londoño Hoyos. 
Roberto Junguito Bonnet. 
La Ministra de Defensa Nacional, 
Martha Lucía Ramírez de Rincón. 
 
 
A través de la Sentencia C-802 de 2002, la Corte Constitucional, en 
ejercicio del Control de Constitucionalidad señalado en el artículo 241 numeral 7, 
de la Constitución Política, que le otorga como función la de decidir definitivamente 
sobre la constitucionalidad de los Decretos Legislativos que dicte el Gobierno con 
fundamento en los artículos 212, 213 y 215, esto es los referentes a los estados 
de Excepción, la Corte Constitucional declaró exequibles los artículos, 1, 2 y 4 del 
Decreto 1837 de 2002, e inexequible el artículo 3, las razones que argumentó las 
podemos resumir así: 
 
La Corte consideró que los requisitos formales y presupuestos materiales 
impuestos por la Constitución y la Ley Estatutaria de los estados de Excepción se 
cumplieron, pero declaró inexequible el artículo 3 por cuanto pretendía excluir del 
Control de Constitucionalidad el Decreto declaratorio del estado de Conmoción 
Interior. La Corte reconoció la competencia del Presidente de la República para 
apreciar  tanto la gravedad de la perturbación y la amenaza inminente contra la 
estabilidad institucional, la seguridad del Estado o la convivencia ciudadana; sin 
embargo consideró que dicha competencia no podía ser ilimitada ni arbitraria y 
que no podía incurrirse en error manifiesto. Dijo además que el Presidente debía 
respetar los criterios establecidos en la Constitución, los Tratados 
Internacionessobre Derechos Humanos ratificados por Colombia y la Ley 
Estatutaria de los Estados de Excepción.  
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No obstante, la declaración de exequibilidad, dijo la Corte, no  constituyó un 
aval a los decretos de desarrollo de la conmoción interior, los cuales deberán ser 
juzgados uno por uno para corroborar que respeten la Constitución Política, los 
Tratados Internacionales sobre Derechos Humanos y la Ley Estatutaria de los 
Estados de Excepción.  En especial, la Corte estimó que dichas medidas 
adoptadas al amparo de la conmoción interior deben respetar lo establecido en el 
inciso 2º del artículo 213 de la Constitución que dispone que éstas sólo pueden 
ser  “las estrictamente necesarias para conjurar las causas de la perturbación e 
impedir la extensión de sus efectos”, criterio constitucional desarrollado en los 
artículos 8 al 14 de la Ley Estatutaria de los Estados de Excepción (principio de 
justificación expresa a la limitación de cada derecho, principio de finalidad, 
principio de necesidad, principio de motivación, de incompatibilidad con las leyes 
ordinarias, principio de proporcionalidad, principio de no discriminación y principio 
de subsidiaridad). 
 
Dicho Decreto leído cómo Dispositivo de control del Bioderecho, como 
puede concluirse después de una interpretación aguda, sobre todo desde los 
salvamentos de voto de la sentencia en mención, nos lleva a afirmar en 
consonancia con lo planteado por Agamben (2010) que los estados de excepción 
o su declaratoria guardan una estrecha relación con la guerra civil, la insurrección 
y la resistencia. El estado de excepción como respuesta inmediata del poder 
estatal a los conflictos internos más extremos, que puede llegar a conducir a un 
tipo de totalitarismo, donde se instaura una guerra civil legal, que permite la 
eliminación no sólo de los adversarios políticos, sino de categorías de seres 
humanos que no resultan integrables al sistema político. Agamben lo define así: El 
Estado de excepción es el dispositivo original a través del cual el derecho se 
refiere a la vida y la incluye  dentro de sí por medio de la propia suspensión (p,24). 
El Estado de excepción tiende hoy, en la política contemporánea, a presentarse 
como paradigma de gobierno, aún en aquellos estados llamados democráticos. 
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3.3 LA DIRECTIVA MINISTERIAL  029 DEL 17 DE NOVIEMBRE DE 2005 
 
A través de la cual se estableció una especie de  pago de recompensas e 
incentivos, por supuestos guerrilleros abatidos, también por información y material 
logístico y de intendencia. Dicha Directiva fue firmada por el Ministro de Defensa 
Camilo Ospina el 17 de Noviembre de 2005 y se podría resumir en los siguientes 
términos:  
“política que desarrolla criterios para el pago de recompensas por la 
captura o abatimiento en combate de cabecillas de las organizaciones 
armadas al margen de la ley, material de guerra, intendencia o 
comunicaciones e información sobre actividades relacionadas con el 
narcotráfico y pago de información que sirva de fundamento para la 
continuación de labores de inteligencia y el posterior planeamiento de 
operaciones (…)”. 
 
El texto de la directiva  que poseía el carácter de secreto de Estado, 
establecía pago por información y pago por recompensas, fijaba los criterios de 
valoración y los niveles de compensación, así determinaba por ejemplo el pago de  
$3.815.000 por cabecillas, miembros de guerrillas, escuadras o rasos 
responsables de desarrollar y/o apoyar a nivel local acciones terroristas. Se 
establecía también en la Directiva que los recursos para el pago de las 
recompensas provendrían del presupuesto asignado al Ministerio de Defensa y 
estaría financiado con recursos de la nación y otros provenientes de cooperación 
económica nacional e internacional. 
Fue entonces la Directiva Ministerial 029 de 2005 el Dispositivo Jurídico que 
detonó el ánimo de acabar con el enemigo, esto es el terrorista o el guerrillero, a 
cambio recibir una interesante bonificación o recompensa; para demostrar este 
planteamientos veamos lo que se dice en la Sentencia que declara responsables a 
varios miembros de la Fuerza Pública del homicidio agravado y la desaparición 
forzada del joven Fair Leonardo Porras, hecho pasar por falso guerrillero: 
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“Como se ve, la conclusión del Juzgado coincide con las expresiones 
de la investigadora Ariacna Lara, quien en el juicio, dijo que, Sandro 
Pérez en los albores de la investigación, estuvo dispuesto a colaborar, 
y en una reunión  con los fiscales del caso, se le preguntó por la 
participación de los militares en este caso, él les manifestó: “…que 
unos días antes al hecho, se habían reunido en el municipio de Abrego, 
había ido el mayor Quijano y había ido Diego Aldair, el teniente, y ellos 
le habían manifestado a él, que ya tenían conocimiento que él con 
Palomino traían gente para reportarlos, eh…como combate, y 
entonces, eh…decía el sargento Pérez, que él les dijo que no, que no 
sabía de qué le estaban hablando, entonces ellos manifestaron que 
ellos ya sabían, y que inclusive sabían que ellos podían conseguirles el 
armamento, entonces fue así cuando él accedió, él contaba, fue así 
como él accedió a que efectivamente iban a conseguir una persona, y 
ahí donde establecieron el valor de un millón de pesos para él 
conseguirles el joven…”(p.401) 
 

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4. VULNERACIÓN DE DERECHOS HUMANOS Y CRÍMENES DE ESTADO CON 
OCASIÓN DE LA POLÍTICA DE SEGURIDAD DEMOCRÁTICA 
 
4.1. AFECTACIÓN A LOS DERECHOS HUMANOS 
 
 Entendemos entonces como la Biopolítica y el Bioderecho abordan nuevas 
formas de dominación sobre la vida y son por lo tantoejemplos pertinentes para el 
análisis de las prácticas biopolíticas gubernamentales en la contemporaneidad. El 
caso emblemático los constituye por supuesto los denominados “falsos positivos” 
o  ejecuciones extrajudiciales, hoy crímenes de lesa humanidad. No obstante las 
famosas chuzadases decir las interceptaciones telefónicas, el pago de la red de 
informantes; los soldados campesinos, las estigmatizaciones de que fueron  objeto 
algunos contradictores del sistema, las detenciones arbitrarias, en fin, son también 
claros ejemplos de vulneraciones y afectaciones a los derechos humanos, el 
derecho a la vida, el derecho a la libertad,el derecho a la intimidad, el derecho al 
buen nombre, el derecho a la dignidad, el derecho al debido proceso y a la 
defensa, todos se vieron afectados en un régimen político que priorizó la 
seguridad en desmedro de la libertad. 
 
Decimos que el caso de los “falsos positivos” se enmarca y desarrolla como 
fuerza de muerte y protección negativa de la vida durante el período de gobierno 
del presidente Colombiano Álvaro Uribe Vélez, a través de su política de 
“seguridad democrática” presentada como  eje del plan de su primer plan de 
gobierno (2002- 2006) y elevada a política gubernamental en su segundo mandato 
(2006- 2010).En el marco de dicha política, caracterizada por prácticas de muerte 
legitimadas en un discurso de seguridad para vivir en democracia, se realizaron 
los asesinatos de jóvenes civiles por parte de integrantes de la fuerzas militares, y 
presentados ante   la opinión pública como guerrilleros dados de baja en combate; 
más exactamente, como “positivos” en términos militares. La muerte de estos 
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falsos combatientes, conlleva a una práctica de dominio de una forma de vida a 
través de la muerte, una “forma segura de vida” que ofrece el soberano a sus 
ciudadanos. Es por ello que afirmamos que  son los falsos positivos en su práctica 
y denominación una muestra evidente de los dispositivos de control ejercidos 
desde un discursodonde el poder hegemónico busca preservar la democracia 
como forma de gobierno; asegurar la seguridad de la democracia; acallar a través 
de la muerte, la promoción de un estilo de vida.  
 
El recuento más cercano de este proceso de control social se ubica a 
finales del año 2008 cuando empezaron a aparecer en varias regiones del país, 
(Antioquia, Boyacá, Huila, Valle y Sucre, Norte de Santander) cadáveres de 
jóvenes que habían sido  presentados por el ejército nacional como guerrilleros 
muertos en combate, como parte de la estrategia de lucha contra la guerrilla da  
las Fuerzas Armadas revolucionarias de Colombia (FARC). El caso de mayor 
conocimiento corresponde a diez y nueve (19) jóvenes habitantes del municipio de 
Soacha, Cundinamarca, quienes habían desaparecido de sus lugares de origen. 
Todos fueron asesinados en condición de indefensión por parte de la Fuerza 
pública. Estas ejecuciones extrajudiciales se conocieron en Colombia como 
“Falsos positivos” del Ejército Nacional. Desde las investigaciones judiciales 
realizadas se han empezado a proferir sentencias condenatorias para algunos de 
los militares encontrados responsables de estos hechos, asíel asesinato de estos 
jóvenes constituye una muestra másde un dispositivo de control y poder por parte 
del gobierno nacional, quien legitimado en el decreto 1400 de 2005 que crea la 
bonificación por resultados, así como en la directiva 029 de 2005 del Ministerio de 
Defensa que establece pago de recompensas por captura o abatimiento en 
combate de guerrilleros o información para la captura de los mismos, logra 
robustecer su política y afirmar un Estado de terror. 
 
Es así como política y judicialmente estos casos se encuadran en lo que se 
denomina Crímenes de Estado o terrorismo de Estado, entendidos como la 
“amenaza o uso de la violencia, para lograr fines políticos u otros por medio de la 
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intimidación, la provocación, el miedo, y demás, dirigidos contra poblaciones 
civiles” Chomsky (2003). 
 
Está claro que Colombia vive un conflicto interno armado desde hace más 
de cincuenta años y que han sido diferentes las políticas formuladas por los 
gobiernos de turno para  mantener el orden, la seguridad, y el control, pero, la 
política de seguridad democrática sobrepasó los límites del derecho a la luz de las 
siguientes preguntas (Carmona, 2011) ¿Puede un Estado mantener el orden y 
garantizar la seguridad a cualquier costo? ¿Para la administración política de la 
vida se puede utilizar cualquier herramienta, sin importar que con ello se vulnere la 
vida? ¿Puede esperarse de la administración política de la vida un atentado contra 
la vida misma con tal de que se cumpla su fin último: el mantenimiento del orden 
político y gubernamental? ¿Hasta dónde, acciones para negar y reducir la 
potencia de un sujeto, hacen parte de los programas de gobiernos para lograr 
aceptación, adhesión, administración y control de sus vidas? Si la democracia 
como forma de gobierno se centra en la política y la estructura del Estado, éste se 
asume como un organismo que se debe inmunizar de agentes externos. Así, todo 
lo que vaya contra el sistema se debe “extirpar” o impedir que se genere. Por esta 
vía los falsos positivos son dispositivos inmunizadores que se emplean como 
condición necesaria para conservar la democracia. 
 
Carmona (2011) planteará que la mayoría de la población colombiana avaló 
la política de seguridad democrática que buscaba mantener el orden y la paz en el 
territorio colombiano acabando con el enemigo, en este caso llamado guerrillero, 
terrorista o narcoterrorista, en cualquiera de los casos era la excusa para legitimar 
el dispositivo causante de  la muerte de decenas de seres humanos, a los que se 
les disfrazaba de insurgentes.  La legislación y la normatividad se adecuaron a 
dicha política, el derecho se utilizó como instrumento por el soberano, para 
imponer su propia dominación. Más de dos mil bajas o “guerrilleros muertos en 
combate” fortalecieron el imaginario sobre la eficacia de una política de Estado 
fuerte y dura, todo el sistema político se adecuó para la implementación del 
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dispositivo de control y poder que permitió el ejercicio de la democracia como 
forma de gobierno. Ahora, poco de tiempo después, la lectura se hace de otro 
modo. 
 
4.2 CRÍMENES CONTRA LA HUMANIDAD 
 
Los crímenes contra la humanidad lesionan un aspecto particular del ser 
humano, a saber, el carácter como animal político. Si el ser humano cuya 
naturaleza lo compele a vivir en sociedad, no puede hacerlo con una organización 
política artificial que inevitablemente amenaza su bienestar y, en casos límite, su 
propia supervivencia. Los crímenes contra la humanidad representan la peor de 
esas amenazas, ellos son el caso límite de políticas que se han vuelto cancerosas. 
Precisamente porque no podemos vivir sin políticas, existimos bajo la permanente 
amenaza de que las políticas se vuelvan cancerosas y que las instituciones 
indispensables para la vida política organizada nos destruyan. Esta es la razón por 
la cual la entera humanidad comparte el interés en reprimir esos crímenes (Luban, 
2011:15). 
El artículo 6 de la Carta de Núremberg define los Crímenes contra la 
humanidad como: “asesinato, exterminio, esclavitud, deportación y otros actos 
inhumanos cometidos contra toda población civil, antes o durante la guerra, o 
persecuciones por motivos políticos, raciales o religiosos, en ejecución de o en 
conexión con cualquier crimen de competencia del tribunal, constituyan o no 
violaciones del derecho doméstico del país donde fueron cometidos”. 
Según Arendt citada por Luban: “La exterminación física del pueblo judío fue un 
crimen contra la humanidad, cometido en el cuerpo de la población judía en la 
medida que las víctimas eran judías, era justo y apropiado que un tribunal judío  
juzgara; pero en la medida que el crimen era un crimen contra la humanidad, era 
necesario que un tribunal internacional lo juzgara” (Luban, 10) 
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La expresión crímenes contra la humanidad sugiere al menos dos sentidos 
distintos, sugiere delitos que agravian no sólo a las víctimas  y sus propias 
comunidades, sino a todos los seres humanos, sin importar su comunidad, y 
sugiere que estos delitos calan hondo, lesionando el núcleo de humanidad que 
todos compartimos y que nos distingue de otros seres de la naturaleza, es por ello, 
que son considerados crímenes internacionales, punibles bajo el derecho 
internacional, pues se trata de crímenes que comete un Estado contra sus propios 
nacionales. La Carta de Núremberg presupone que los crímenes sean cometidos 
por agentes de un estado, actores estatales o civiles poderosos vinculados con 
actores estatales. 
En el Estatuto de Roma los delitos son crímenes contra la humanidad 
cuando “se cometan como parte de un ataque generalizado o sistemático contra 
una población civil, y con conocimiento de dicho ataque; también requiere que el 
delito derive de la política de un estado o de una organización. 
Así, según Luban, mientras el genocidio es un crimen dirigido contra grupos 
vistos como entidades colectivas con dignidad moral propia, los crímenes contra la 
humanidad son agresiones contra poblaciones civiles vistas no como entidades  
metafísicas unificadas, sino como grupos de individuos cuyo grupo de interés 
humano y dignidad están en peligro y cuya vulnerabilidad emerge de su presencia 
en la población que es el blanco del ataque (p.33).  
El término crímenes contra la humanidad, significa que toda la humanidad es parte 
interesada, y que el interés de la humanidad puede diferir del interés de las 
víctimas. (p. 18) es decir se trata de cómo lo llamara Susan Sontag (2009) un 
dolor que debe también doler a los demás. 
Atendiendo entonces estos presupuestos vemos como las limitaciones a los 
derechos humanos, las violación y afectaciones desarrolladas bajo la Política de 
Seguridad Democrática  encajan en lo que se ha denominado Crímenes contra la 
Humanidad, toda vez que el requisito de la acción estatal se evidencia aquí desde 
una política de estado, es decir, existe un presupuesto y una responsabilidad 
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organizacional. Y vemos como esta buscó argumentarse y legitimarse, y para ello 
implementó el dispositivo del Bioderecho, la norma o el argumento jurídico. Mírese 
por ejemplo lo planteado en Decreto 1837 de 2002: 
 
“ la Nación entera está sometida a un régimen de terror en el que 
naufraga la autoridad democrática y hace cada vez más difícil y azarosa 
la actividad productiva, multiplicando el desempleo y la miseria de 
millones de compatriotas;que la situación de inseguridad del país se 
torna cada día más crítica y son más frecuentes, despiadados y 
perversos los ataques contra los ciudadanos indefensos, que es 
ineludible tomar medidas inmediatas para prevenir actos de terrorismo 
semejantes o peores a los que para sorpresa del mundo entero se han 
presentado durante las últimas semanas en diferentes lugares del país, 
así como la amenaza a que está sometida nuestra democracia por los 
actos de coacción de que vienen siendo víctimas los mandatarios 
locales y nacionales y sus familias en todo el país…” 
 
Bajo estos y otros presupuestos se generó la Política de Seguridad 
Democrática, el resultado: miles de víctimas, asesinatos extrajudiciales, falsos 
positivos, crímenes contra la humanidad.El periódico El Espectador en su edición 
del 27 de noviembre de 2012, publica algunas de las conclusiones que entregó la 
Corte Penal Internacional, en su informe sobre las razones por las que Colombia 
seguiría siendo objeto de examen preliminar y éste seríael paso previo para que la 
Corte decida si abre o no una investigación.  “Hay bases razonables para creer 
que los falsos positivos han sido una política de Estado; estos asesinatos, 
cometidos para aumentar los índices de éxito militar, podrían considerarse 
crímenes de lesa humanidad; dichos actos también pueden ser catalogados como 
crímenes de guerra. Se puede hablar de una política de Estado ejecutada, cuando 
menos, por ciertas brigadas de las Fuerzas Militares. “Una política de Estado no 
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necesariamente tiene que concebirse en el más alto nivel de la maquinaria estatal, 
sino que puede ser adoptada por órganos estatales locales o regionales. Incluso 
una política adoptada local o regionalmente puede ser catalogada como política de 
Estado”(El Espectador 27 Nov 2012). 
El 25 de 2012 el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de 
Cundinamarca en Sentencia proferida en el proceso contra el Mayor en retiro 
Marco Wilson Quijano Mariño, el Teniente Diego Aldair Vargas Cortés, el Cabo 
segundo Carlos Manuel González Alfonso, los Soldados profesionales Carlos 
Antonio Zapata Roldán, Ricardo García Corzo y Richard Contreras Aguilar por los 
Delitos de  Desaparición forzada y otros, en la persona del joven Fair Leonardo 
Porras Bernal, se resolvió condenarlos por los delitos de desaparición forzada 
agravada, en concurso con el de homicidio agravadoy falsedad ideológica en 
documento público. Las penas establecidas oscilaron entre los cincuenta y dos 
años de prisión, multa de tres mil quinientos salarios mínimos e interdicción de 
derechos y funciones públicas por un lapso de 300 meses, y treinta y cinco años, e 
interdicción de derechos y funciones públicas por veinte años. Así mismo se les 
negó el mecanismo sustitutivo de la suspensión condicional de la ejecución de la 
pena y la prisión domiciliaria, por tanto deberán mantenerse privados de su 
libertad en los centros de reclusión que al respecto haya determinado el INPEC. El 
caso correspondió a una de las primeras sentencias que se han proferido por un 
“Falso Positivo”; la defensa de la víctima y su familia solicitó al Juzgador tratar las 
conductas descritas en los hechos, además como crímenes contra la humanidad. 
Los argumentos esgrimidos por el ente acusador demuestran como el caso del 
joven Fair Leonardo Porras y otros jóvenes de Soacha, corresponden a una 
política de Estado, la política de la Seguridad Democrática. 
La Fiscalía General los convocó a juicio como coautores del ilícito de 
desaparición forzada, por considerar que ostentaban el dominio 
funcional del hecho. Dijo que todos los acusados debían responder por 
ese hecho porque se demostró su  participación en la privación de la 
libertad, de acuerdo con lo afirmado por el señor Alexander Carretero, 
quien vio cuando  Fair Leonardo Porras es entregado en un retén 
militar, horas antes de que se produjera su muerte, en un presunto 
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combate con el pelotón “Búfalo 1” del Plan vial meteoro del ejército 
nacional.  Precisó que esa privación de la libertad, padecida por Fair 
Leonardo Porras, desde el  momento en que es trasladado de Soacha 
a Ocaña, quedó establecida, mediante engaño, correspondiendo a una 
distribución de funciones, por tanto son coautores, tenían el domino del 
hecho, y generaron daño antijurídico cuya víctima es Fair Leonardo, 
mediante el dolo.  
Para el Fiscal los sucedido con Fair Leonardo corrobora el modus 
operandi de los casos  Soacha, el plan de los militares y el reclutador 
es darlo de baja y reportarlo como NN; asevera que quienes 
trasladaron a Fair Leonardo tenían el dominio del hecho, el engaño, los 
medios, las armas, y la forma en que lo conducían y apartaban de la 
esfera de protección, además de que lograban que no se identificara 
fácilmente. 
Dice que el fin de los delincuentes era desaparecer a Fair Leonardo, 
pues fue reportado como NN, a pesar de que la empresa criminal  tenía 
conocimiento de su arraigo, lo despojaron de sus documentos, 
habiendo quedado establecido con la declaración de su progenitora 
que aunque  los había perdido, contaba con las fotocopias del carné  
del Sisben y su celular, luego  podían saber de qué persona se trataba, 
también es claro que el uso de su aparato móvil, se hizo en Ocaña. 
Indicó que ese tiempo durante el cual no se conoció el paradero de la 
víctima, es atribuible a los militares, por haber desarraigado a la 
víctima; porque luego de quitarle la vida lo presentaron como NN pese 
a que tenían conocimiento de dónde provenían;  y porque no dieron 
cuenta de su paradero  a pesar de conocer su origen, resultando 
sistemático y articulado este accionar.  
En relación con el delito de desaparición forzada, agravada, se probó la 
privación de la libertad de Fair Leonardo Porras Bernal, mediante 
engaño, para ser conducido a Ocaña, donde permaneció oculto hasta 
cuando fue entregado a miembros de la compañía “Plan vial meteoro”, 
al mando del Mayor Quijano Mariño, exactamente a integrantes del 
pelotón “Búfalo 1”, comandado por el teniente Diego Aldair Vargas 
Cortes y la falta de información de su paradero, antes y después de su 
muerte, sustrayéndolo del amparo de la ley. De la misma manera, se 
demostró la participación en la comisión de la conducta de algunas  
personas vinculadas a la fuerza pública, que ejercían autoridad o 
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jurisdicción”(Sentencia del Juzgado 2º Penal del Circuito Especializado 
de Cundinamarca-25 de noviembre de 2012) 
 
Desafortunadamente se tiende aprender de los errores pero en muchos 
casos ni la experiencia es suficiente para que hechos tan lamentables como los 
descritos dejen de existir o no se repitan; la violencia en Colombia se replica bajo 
el silencio pasmoso de una sociedad que al parecer terminó por acostumbrarse a 
la miseria y al horror;  la sonada evolución humana o evolución cultural daba a 
pensar que ese ir hacia adelante significaba que cada vez se atendería a una 
convivencia civilizada y respetuosa de la dignidad y de los derechos humanos, no 
obstante todo parece reducirse a un simple pulimiento de la técnica de las formas 
en que los seres humanos han decidido acabar con la vida de otros seres 
humanos, y para lograr su objetivo han utilizados otros dispositivos de control, más 
sutiles pero no menos perversos, los dispositivos normativos que devienen del 
Bioderecho. 
Hoy tenemos que, según lo presenta el informe de la Federación 
Internacional de Derechos Humanos de acuerdo a las investigaciones 
desarrolladas por la Fiscalía General de la Nación se han abierto ante dicha 
unidad 1579,  por casos de ejecuciones extrajudiciales cometidas por miembros 
de la Fuerza Pública desde enero de 2000. De la totalidad de investigaciones, 
1405 casos (88,9%) se encuentran en etapa de investigación, 45 en acusación 
(2,8%) y 30 en juicio (1,9%), habiéndose proferido sentencia en tan solo 16 casos 
(2012). Así tal como se ven las cosas, por ahora la impunidad contribuirá a dejar 
en el olvido las atrocidades cometidas durante la implementación de la Política de 
Seguridad Democrática en Colombia, no obstante y ojalá, soñamos con que  las 
nuevas generaciones logren recuperar la historia y la memoria de las víctimas, tal 
vez ellas  más sensibles y más conscientes de su realidad  puedan narrar y 
construir un país de otra manera. 
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CONCLUSIONES 
 
La Política de Seguridad Democrática implementada en el Gobierno del 
Presidente Álvaro Uribe Vélezse desarrollócomo respuesta a un estado de crisis y 
de amenaza terrorista, que otros denominaron conflicto armado. Bajo dicha 
política se formularon diferentes propuestas, algunas de ellas de tipo normativo, 
las cuales terminaron por contradecir el principio jurídico y los valores 
constitucionales, estos es, se limitaron y afectaron las libertades y los derechos 
fundamentales,el Bioderecho fue el sustento que legitimóla política de seguridad 
democrática y con ello el asesinato de miles de civiles. 
Paradójicamente en la contemporaneidad, los Estados Democráticos han 
robustecido sus sistemas presidencialistas hasta casi convertirlos en remedos de 
dictaduras o gobiernos totalitarios, y utilizando pretextos como la amenaza 
terrorista o la contradicción política, han  limitado las libertades y afectado los 
derechos humano de los asociados, para ello se han apoyado en la creación de un 
estado de emergencia permanente, llamado comúnmente estado de excepción, en 
Colombia también se trató de aplicar esta figura constitucional. 
El Bioderecho entendido como un dispositivo normativo que deriva de la 
Biopolítica (Foucault), se constituye en una nueva forma de leer e interpretar el 
poder, y sobre todo el ordenamiento jurídico que responde a ese Biopoder. Así se 
advierte que el dispositivo jurídico más que respetar los principios y valores sobre 
los cuales se ha cimentado un Estado en su creación, termina por contradecirlos y 
en lugar de generar vida, o hacer vivir genera muerte y hace morir. 
Sin lugar a dudas en Colombia, dispositivos normativos como la Directiva 
Ministerial 029 de 2002 tenían como fundamento  la implementación de una 
política de muerte, a partir del pago de recompensas a los miembros de la Fuerza  
Pública que dieran de baja a un guerrillero o terrorista en combate; estaban 
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legitimados para asesinar, el pretexto lo constituía el hecho de acabar con el 
enemigo, con la amenaza a la seguridad nacional. El resultado miles de bajas, 
pero de inocentes civiles a los cuales se les hizo pasar como falsos terroristas. 
El imaginario de garantizar la seguridad, no importando que con ello se tenga  que 
sacrificar un poco de libertad obedece a un miedo que florece en los tiempos 
actuales donde bajo el argumento de la constante amenaza, de estar siempre a 
merced del enemigo, los seres humanos terminan por renunciar a sus derechos 
fundamentales más preciados, la vida y la libertad. 
No obstante, y como lo decíamos anteriormente, una lectura diferente, tal vez 
desde la sospecha, hará emerger la voz de la denuncia de lo que realmente 
ocurrió, que no se hizo visible, por supuesto, pero que realmente ocurrió, y que 
está en el corazón de esas madres y padres de los desaparecidos, de los jóvenes 
asesinados, que hoy claman Justicia yla posibilidad de saber lo que sucedió y su  
reparación. 
Las consecuencias que dejó la Política de Seguridad Democrática en Colombia 
apenas se están dejando entrever en lo concerniente a la afectación de los 
Derechos Humanos y la ocurrencia de Crímenes contra la Humanidad; el Estado y 
sus instituciones, la ramas del Poder Público, la rama Legislativa y la rama 
Judicial, apenas están empezando a buscar y a dar respuestas; sin duda,lo que 
han dicho los medios de comunicación y las denuncias de la opinión pública han 
sido importantes en éste proceso, no obstanteel panorama no se muestra 
alentador. La aprobación por parte del Congreso del Fuero Militar hace pensar que 
el estado de cosas que tenemos por ahora no cambiará, al parecer con otro 
nombre se mantienen las propuestas que fortalecieron el régimen de la seguridad 
democrática, así también se mantiene actual la idea de Hegel que dice: “todo 
avance supone aplastar muchas flores inocentes”. ¿Qué importa si hay que 
sacrificar  y abandonar a los más débiles, para que el proyecto general avance? 
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ANEXOS 
 
